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Parágrafo 1°. Podrán ser invitadas a las reuniones de la Comisión Nacional Avícola aquellas 
personas que esta considere pertinente.

Parágrafo 2°. La Comisión Nacional Avícola se reunirá ordinariamente una vez al año en el 
mes de agosto. Extraordinariamente se reunirá cuando las circunstancias lo ameriten.

Parágrafo 3°. El Ministerio de Agricultura y Desarrollo Rural, reglamentará dentro de los 
noventa (90) días siguientes a la promulgación de la presente ley, la elección y el período durante 
el cual participarán dentro de la Comisión Nacional Avícola los representantes de los pequeños 
avicultores.

Artículo 19. Funciones de la Comisión. Son funciones de la Comisión las siguientes:
a) Proponer las acciones a ejecutar para el control y erradicación de la Influenza Aviar en 

caso de la presentación de un foco o brote en el territorio nacional.
b) Proponer las acciones a ejecutar para el control y erradicación de Newcastle.
c) Realizar un seguimiento permanente a los planes, programas y legislación vigente para 

afrontar las enfermedades de la Influenza Aviar y de Newcastle.
d) Proponer las necesidades presupuestales para el cumplimiento de los compromisos de 

la presente ley.
e) Recomendar las zonas de operación para la implementación del Programa de erradicación 

del Newcastle.
f) Proponer acciones para garantizar la sanidad aviar en los puertos, aeropuertos y pasos 

fronterizos.
g) Las demás acciones inherentes para el logro de sus objetivos y que no correspondan a 

otras autoridades gubernamentales.
CAPITULO VI

Cuota de Fomento Avícola
Artículo 20. De la cuota de fomento avícola. Modifícase el artículo 3° de la Ley 117 de 

1994, el cual quedará así:
A partir de la vigencia de la presente ley, créase la Cuota de Fomento Avícola, la que estará 

constituida por el equivalente al uno punto setenta y cinco por ciento (1,75%) del valor comer-
cial de cada ave de un día de nacida en incubadora destinada a la producción de carne, y por el 
equivalente al siete punto setenta y cinco (7.75%) del valor comercial de cada ave de un día de 
nacida en incubadora destinada a la producción de huevos.

Parágrafo transitorio. Durante el primer año de vigencia de la presente ley, la Cuota de Fo-
mento Avícola estará constituida por el equivalente al uno punto veinticinco por ciento (1.25%) 
del valor comercial de cada ave de un día de nacida en incubadora destinada a la producción de 
carne, y por el equivalente a seis por ciento (6.00%) del valor comercial de cada ave de un día 
de nacida en incubadora destinada a la producción de huevos.

Durante el segundo año de vigencia de la presente ley, la Cuota de Fomento Avícola estará 
constituida por el equivalente al uno punto cincuenta por ciento (1.50%) del valor comercial de 
cada ave de un día de nacida en incubadora destinada a la producción de carne, y por el equi-
valente al seis punto cincuenta por ciento (6.50%) del valor comercial de cada ave de un día de 
nacida en incubadora destinada a la producción de huevos.

A partir del tercer año de vigencia de la presente ley, la Cuota de Fomento Avícola estará 
constituida por el equivalente al uno punto setenta y cinco por ciento (1.75%) del valor comer-
cial de cada ave de un día de nacida en incubadora destinada a la producción de carne, y por el 
equivalente al siete punto setenta y cinco por ciento (7.75%) del valor comercial de cada ave de 
un día de nacida en incubadora destinada a la producción de huevos.

Artículo 21. Modifíquese el artículo 6° de la Ley 117 de 1994, el cual quedará así:
De los objetivos del Fondo Nacional Avícola. Los recursos del Fondo Nacional Avícola 

se aplicarán exclusivamente al Financiamiento de Programas de Investigación y transferencia 
Tecnológicas, asistencia técnica, sanidad animal, capacitación y estudios económicos, acopio y 
difusión de información, prestación de servicios a la actividad avicultora, promoción de consumo 
y exportaciones, estabilización de precios, asistencia técnica y capacitación a pequeños avicul-

tores y apoyar las acciones que al Fondo Nacional Avícola le corresponden, de acuerdo con lo 
establecido en los documentos CONPES que se encaminen al mejoramiento de las condiciones 
sanitarias y de inocuidad de la avicultura colombiana.

CAPITULO VII
De las sanciones y responsabilidades

Artículo 22. De las sanciones. Sin perjuicio de las sanciones a que haya lugar, el Instituto 
Colombiano Agropecuario - ICA, podrá imponer mediante resolución motivada a los infractores 
de la presente ley las siguientes sanciones:

a) Multas de hasta cien (100) Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes de acuerdo 
con la gravedad de la infracción. En esta sanción también incurrirán los que realicen la venta o 
aplicación de vacunas en forma fraudulenta.

b) Cancelación del registro otorgado por el ICA a los distribuidores del biológico.
c) Decomiso de productos, subproductos y elementos que afecten, pongan en peligro, o 

vulneren lo consagrado por la presente ley.
Parágrafo 1°. El ICA deberá tener en cuenta, para la imposición de sanciones, los principios 

de igualdad, equidad y proporcionalidad de la infracción.
Parágrafo 2°. Para la imposición de las sanciones que prevé el presente artículo, el ICA deberá 

aplicar el procedimiento consagrado en el Código Contencioso Administrativo.
Artículo 23. De la responsabilidad. Será responsabilidad directa del ICA como entidad 

competente en materia de sanidad animal, hacer cumplir las normas sobre calidad sanitaria del 
biológico y aplicar las medidas de control sanitarias en sus fases de producción, distribución, 
comercialización e importaciones.

Por su parte, los laboratorios productores e importadores de vacunas contra la enfermedad de 
Newcastle o en el caso que se requiera la importación de vacuna contra el virus de la Influenza 
Aviar, son responsables de mantener a disposición comercial el biológico en los lugares, períodos 
y cantidades que la autoridad sanitaria determine. Así mismo, deberán dar cumplimiento estricto 
a las normas sanitarias y de control dictadas por parte del ICA.

Las actividades que le corresponde desarrollar al ICA y a los laboratorios productores o 
importadores de las vacunas de que trata este artículo, deben asegurar la integridad del biológico 
hasta el distribuidor final.

CAPITULO VIII
Vigencia

Artículo 24. De la vigencia. La presente ley rige a partir de su promulgación en el Diario 
Oficial y deroga todas las disposiciones que le sean contrarias.

El Presidente del honorable Senado de la República,
Hernán Andrade Serrano.

El Secretario General del honorable Senado de la República,
Emilio Ramón Otero Dajud.

El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,
Germán Varón Cotrino.

El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,
Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.

REPUBLICA DE COLOMBIA – GOBIERNO NACIONAL
Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 28 de noviembre de 2008.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Oscar Iván Zuluaga Escobar.
El Ministro de Agricultura y Desarrollo Rural,

Andrés Felipe Arias Leyva.

LEY 1256 DE 2008
(noviembre 28)

por la cual se honra la memoria, trayectoria pública del ex Presidente Julio César Turbay Ayala  
y se decretan disposiciones para el efecto.

El Congreso de Colombia
DECRETA:

Artículo 1°. El Congreso de la República de Colombia honra la memoria y trayectoria pú-
blica del ex Presidente Julio César Turbay Ayala, ciudadano benemérito, y exalta su vida como 
modelo de dignidad y consagración al servicio del país.

Artículo 2°. Autorizar al Gobierno Nacional para la elaboración de una escultura del ilustre 
ex Presidente Julio César Turbay Ayala en el Centro de Convenciones y Exposiciones que lleva 
su nombre en Cartagena de Indias.

Artículo 3°. Autorizar al Gobierno Nacional para la elaboración de una estatua del ex Pre-
sidente Turbay Ayala.

Artículo 4°. Autorizar al Gobierno Nacional para disponer de lo pertinente mediante el Mi-
nisterio de Transporte y asignar nombre a la autopista Bogotá-Medellín la cual llevará el nombre 
del ex Mandatario “Julio César Turbay Ayala”.

Artículo 5°. Autorizar al Gobierno Nacional para disponer lo pertinente mediante el Ministerio 
del interior y asignar nombre a un parque de Bogotá, D. C., el cual llevará el nombre del ex Man-
datario “Julio César Turbay Ayala”, en coordinación con las autoridades del Distrito Capital.

Artículo 6°. Autorizar al Gobierno Nacional para la emisión de una estampilla con la efigie del 
ex Mandatario Julio César Turbay Ayala, especificando el periodo de su mandato presidencial.

Artículo 7°. Autorizar al Gobierno Nacional para disponer de lo pertinente mediante el Ins-
tituto Caro y Cuervo la reedición de la obra “ESCRITOS SELECTOS”, del ilustre ex Presidente 
Julio César Turbay Ayala.
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Artículo 8°. Autorizar al Gobierno Nacional para incorporar dentro del Presupuesto General 
de la Nación las apropiaciones presupuestales necesarias, para los efectos contemplados en la 
presente ley.

Artículo 9°. La presente ley rige a partir de su publicación.
El Presidente del honorable Senado de la República,

Hernán Francisco Andrade Serrano.
El Secretario General del honorable Senado de la República,

Emilio Otero Dajud.
El Presidente de la honorable Cámara de Representantes,

Germán Varón Cotrino.
El Secretario General de la honorable Cámara de Representantes,

Jesús Alfonso Rodríguez Camargo.
REPUBLICA DE COLOMBIA - GOBIERNO NACIONAL

Publíquese y cúmplase.
Dada en Bogotá, D. C., a 28 de noviembre de 2008.

ÁLVARO URIBE VÉLEZ
El Ministro de Hacienda y Crédito Público,

Oscar Iván Zuluaga Escobar.
El Viceministro de Comunicaciones, encargado de las funciones del despacho de la Ministra 

de Comunicaciones,
Daniel Enrique Medina Velandia.

El Ministro de Transporte,
Andrés Uriel Gallego Henao.

La Ministra de Cultura,
Paula Marcela Moreno Zapata.

Presidencia de la República

Objecion presidenciales al proyecto de ley 

numero 336 de 2008 camara, 094 de 2007  

senado
por el derecho a la vida de los niños con cáncer en Colombia.

Bogotá, D. C., 27 de noviembre de 2008
Doctor
HERNAN ANDRADE SERRANO
Presidente
Honorable Senado de la República
Ciudad
Respetado señor Presidente:
De manera respetuosa presentamos las razones por las cuales tanto el Ministerio de Hacienda 

y Crédito Público como el Ministerio de la Protección Social encuentran inconstitucional e in-
conveniente el Proyecto de ley número 336 de 2008 Cámara, 094 de 2007 Senado, por el derecho 
a la vida de los niños con cáncer en Colombia, no sin antes advertir que el Gobierno Nacional 
considera de central importancia la atención en salud de la totalidad de la población infantil, por 
lo cual se reitera el compromiso del Gobierno Nacional en la protección de la misma.

1. Razones de inconstitucionalidad
1. Violación al artículo 152 de la Constitución Política
El artículo 152 de la Constitución Política señala:
“Artículo 152.
Mediante las leyes estatutarias, el Congreso de la República regulará las siguientes ma-

terias:
a) Derechos y deberes fundamentales de las personas y los procedimientos y recursos 

para su protección;
b) Administración de Justicia;
c) Organización y régimen de los partidos y movimientos políticos; estatuto de la oposición 

y  funciones electorales;
d) Instituciones y mecanismos de participación ciudadana;
e) Estados de excepción”. (Resaltado fuera de texto).
Por mandato expreso del artículo 44 de la Constitución Política los derechos a la salud y a 

la seguridad social de los niños constituyen derechos fundamentales, y, por consiguiente, no hay 
necesidad de relacionarlos con ninguno otro derecho para que adquieran tal estatus, y cuyo carácter 
fundamental a las voces de la reiterada jurisprudencia de la honorable Corte Constitucional, no 
se encuentra intrínsecamente vinculado a otro derecho fundamental. Señala dicho artículo:

“Artículo 44. Son derechos fundamentales de los niños: la vida, la integridad física, la 
salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, tener una 
familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la cultura, la recreación y la 
libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda forma de abandono, violencia física 
o moral, secuestro, venta, abuso sexual, explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. 
Gozarán también de los demás derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los 
tratados internacionales ratificados por Colombia.

(…)”.
De otra parte, a partir de la Sentencia C-463-08 la Corte Constitucional afirma que el derecho 

a la salud hoy es en sí mismo fundamental no solo por su conexidad con otros derechos funda-

mentales, dado que su fundamentabilidad deriva del principio de universalidad que informa el 
artículo 48 Superior, en su doble significación: respecto del sujeto en tanto comprende a todas 
las personas del territorio nacional, y respecto del objeto en tanto implica todos los servicios de 
salud en sus fases de promoción, prevención, tratamiento, recuperación y rehabilitación.

A partir de esta consideración en la citada sentencia, la Corte afirma que “... el Estado 
tiene la obligación jurídica de implementar todas las medidas legislativas, administrativas, 
políticas y financieras para hacer efectivo en forma material y pronta el derecho a la salud 
de todos los habitantes del territorio nacional y respecto de la totalidad de los servicios 
de salud requeridos para garantizar la prevención, promoción, protección y curación de la 
salud, precisamente por el carácter fundamental de este derecho” y por ello, la libertad 
configurativa del legislador “... está limitada y restringida por el respeto de los valores, 
principios y derechos de orden superior constitucional, no pudiendo traspasar dichos límites 
jurídicos que constituyen el presupuesto análitico - normativo del Estado constitucional y 
social de derecho”, en especial, los principios de universalidad, y los derechos fundamen-
tales a la salud y a la igualdad”.

De igual manera, la honorable Corte Constitucional ha señalado en la Sentencia T-760 de 
2008 lo siguiente:

“(…)
Para analizar y resolver los problemas jurídicos planteados, la presente sentencia los 

aborda de la siguiente forma. Primero se señala que el derecho a la salud es un derecho fun-
damental, así sea considerado usualmente por la doctrina como un derecho social y, además, 
tenga una importante dimensión prestacional. Segundo, se analizan las características de este 
derecho fundamental y las reglas pertinentes que ha trazado la jurisprudencia para asegurar 
un ámbito específico de protección, a saber, el acceso a los servicios de salud. Dichas reglas 
son luego aplicadas a los casos concretos. Tercero, se derivan las implicaciones que tiene la 
fundamentalidad del derecho a la salud frente a las fallas de regulación constatadas por la Corte 
y se imparten las órdenes correspondientes para que las autoridades competentes adopten las 
medidas necesarias para superar el déficit de protección.

3. El derecho a la salud como derecho fundamental
El derecho a la salud es un derecho constitucional fundamental. (...)
3.2. El derecho fundamental a la salud
3.2.1. La Corte Constitucional ha reconocido el carácter fundamental del derecho a la 

salud. (...)
3.2.1.1. Como lo ha señalado la propia Corte Constitucional, su postura respecto a qué es 

un derecho fundamental “(...) ha oscilado entre la idea de que se trata de derechos subjetivos 
de aplicación inmediata� y la esencialidad e inalienalibilidad del derecho para la persona�.”�. 
Aunque la Corte ha coincidido en señalar que el carácter fundamental de un derecho no se 
debe a que el texto constitucional lo diga expresamente, o a que ubique el artículo correspon-
diente dentro de un determinado capítulo, no existe en su jurisprudencia un consenso respecto 
a qué se ha de entender por derecho fundamental�. Esta diversidad de posturas, sin embargo, 
sí sirvió para evitar una lectura textualista y restrictiva de la carta de derechos, contraria a la 
concepción generosa y expansiva que la propia Constitución Política demanda en su artículo 
94, al establecer que no todos los derechos están consagrados expresamente en el texto, pues 
no pueden negarse como derechos aquellos que ‘siendo inherentes a la persona humana’, no 
estén enunciados en la Carta. (...).
�  Sentencia SU-225 de 1998. En otras oportunidades, la Corte ha señalado que ciertos derechos se trasmutan 
en subjetivos y, por lo mismo, en fundamentales. Ver, por ejemplo, Sentencia SU-819 de 1999.
� Sentencias T-01 de 1992, T-462 de 1992, T-1306 de 2000.
�  Corte Constitucional, Sentencia T-227 de 2003 (M. P. Eduardo Montealegre Lynett), en este caso se 
analiza la jurisprudencia sobre la noción de ‘derecho fundamental’, a propósito de la petición de una persona 
para que se le ordenará a una entidad que le expidiera un certificado laboral, necesario para adelantar los 
trámites de su pensión.
� Las diversas concepciones sobre el concepto derecho fundamental fueron recogidas por la Sentencia T-
227 de 2003 (M. P. Eduardo Montealegre Lynett) en los siguientes términos: “En Sentencia T-418 de 1992 
señaló que ‘los derechos obtienen el calificativo de fundamentales en razón de su naturaleza, esto es, por 
su inherencia con respecto al núcleo jurídico, político, social, económico y cultural del hombre. Un derecho 
es fundamental por reunir estas características y no por aparecer reconocido en la Constitución Nacional 
como tal. Estos derechos fundamentales constituyen las garantías ciudadanas básicas sin las cuales la 
supervivencia del ser humano no sería posible’.║Por su parte, en Sentencia T-419 de 1992 señaló que ‘los 
derechos fundamentales son los que corresponden al ser humano en cuanto tal, es decir, como poseedor de 
una identidad inimitable caracterizada por su racionalidad que le permite ejercer sus deseos y apetencias 
libremente. De ahí que se le reconozca una dignidad –la dignidad humana– que lo colocan en situación de 
superior en el universo social en que se desenvuelve, y por ello, es acreedor de derechos que le permiten 
desarrollar su personalidad humana y sin los cuales esta se vería discriminada, enervada y aún suprimida. 
Son los derechos fundamentales que le protegen la vida, proscriben la tortura, aseguran su igualdad frente 
a sus congéneres, amparan su derecho a la intimidad, garantizan su libertad de conciencia, de cultos, de 
expresión y pensamiento; salvaguardan su honra, le permiten circular libremente, le preservan el derecho 
al trabajo, a la educación y la libertad de escogencia de una profesión u oficio, las libertades de enseñanza, 
aprendizaje, investigación y cátedra; su juzgamiento debe respetar el debido proceso, se le garantiza el 
derecho a la libre asociación y a formar sindicatos, etc.” ║ En el mismo año 1992, en Sentencia T-420 
esta Corporación indicó que los derechos fundamentales se caracterizan “porque pertenecen al ser humano 
en atención a su calidad intrínseca de tal, por ser él criatura única pensante dotada de razonamiento; lo que 
le permite manifestar su voluntad y apetencias libremente y poseer por ello ese don exclusivo e inimitable 
en el universo social que se denomina dignidad humana”]. Nota al pie: [En similar sentido T-571 de 1992: 
“el carácter fundamental de un derecho no depende de su ubicación dentro de un texto constitucional sino 
que son fundamentales aquellos derechos inherentes a la persona humana”. ║Junto a la idea de que existen 
elementos materiales, propios o derivados del mismo derecho, que definen el carácter fundamental de un 
derecho constitucional, la Corte ha señalado que también deben considerarse las circunstancias materiales 
y reales del caso concreto [Ver Sentencias T-491 de 1992, T-532 de 1992, T-571 de 1992, T-135 de 1994, 
T-703 de 1996, T-801 de 1998, entre otras], así como el referente en el derecho positivo. En Sentencia 
T-240 de 1993, la Corte señaló que ‘8. La Constitución como norma básica de la convivencia social y 
de estructura abierta y dinámica tiene en la comunidad su correlato necesario. Los bienes que la Carta 
protege y valores que prohíja tienen igualmente relevancia social y su existencia o defecto no son ajenos 
a su realidad fenomenológica. Sin embargo, el concepto de derecho fundamental, pese a inspirarse en la 
realidad y buscar en cierto modo moldearla, es fruto de la consagración o del reconocimiento del derecho 
positivo, de suerte que se impone encontrarse en un supuesto comprendido dentro de su ámbito material 
delimitado o supuesto por el Constituyente para poder gozar de él”.




